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S-2022  
Proceso:   Responsabilidad Civil. 
Demandantes:   Jorge Hernán Calle Trujillo y otros. 
Demandadas:   Bancolombia S.A. 
Radicado:   05001 31 03 001 2016 00567 01 
Decisión:   confirma sentencia apelada.  

 
    

TRIBUNAL SUPERIOR 

DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN 

-SALA CUARTA DE DECISIÓN CIVIL- 

 

Medellín, veintiocho (28) de julio del mil veintidós (2022). 

 

Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandante frente a la sentencia del 06 de agosto de 2021, proferida por el 

Juzgado Primero Civil del Circuito de Medellín, dentro del procedimiento 

ordinario de responsabilidad civil incoado por Jorge Hernán Calle Trujillo y 

Liliana María Navarro Mejía en contra de Bancolombia S.A. Labor jurisdiccional 

que se acomete en el siguiente orden, 

 

I. ANTECEDENTES 

 

1. Demanda. El día 1° de julio del 2016, los señores Jorge Hernán Calle Trujillo 

y Liliana Navarro Mejía, a través de apoderado judicial, presentaron demanda 

en contra de BANCOLOMBIA S.A., para que, a través del proceso declarativo 

con trámite verbal, se declare que la entidad financiera demandada: (i) tomó 

decisiones unilaterales abusivas en desarrollo de las relaciones comerciales 

que durante más de veinte años venía teniendo con Produtex S.A., y sus 

accionistas, conductas abusivas tales como: devolución de cheques, 

suspensión de créditos, no negociación de remesas, reportes injustificados a 

centrales de riesgos, entre otros; (ii) además, de haber iniciado proceso 

ejecutivo en contra de Jorge Hernán Calle y Liliana Navarro Mejía por 

obligaciones inexistentes a su cargo, y; (iii) al haber frustrado el trámite de la ley 

1116 mediante la creación de falsas expectativas. Actuaciones de las cuales 

deduce la parte activa que Bancolombia S.A. incurrió en responsabilidad civil 

por abuso de la posición dominante en el contrato, lo que generó grandes 

perjuicios a los demandantes.  

 

1. Fundamentos Fácticos. En un resumen muy apretado de la gran cantidad 

de hechos narrados, el Tribunal percibe que las pretensiones básicamente se 

soportan en lo siguiente: 
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1.1. Que los demandantes son fundadores, desde 1982, de la sociedad 

PRODUCTOS TEXTILES LIMITADA –PRODUTEX LTDA-, tiempo durante el 

cual han sostenido una relación comercial con Bancolombia S.A. 

 

1.2. Que, en el año 2003, los hoy demandantes también constituyeron la 

sociedad Aerostex S.A., y dentro de ella se adquirieron obligaciones dinerarias 

en las que los demandantes fueron avalistas. 

 

1.3. En el mes de febrero del 2006, los hoy demandantes vendieron su 

participación accionaria en Aerostex S.A., al señor Hernando Giraldo A., y por 

tal razón acudieron a Bancolombia S.A., con el objeto que los liberara del aval 

que habían consentido para los préstamos otorgados a Aerostex S.A., lo que 

efectivamente aceptó y realizó el banco. 

 

1.4. En el mes de agosto del 2006 Produtex S.A., sin tener obligaciones 

pendientes con la demandada, fue reportada por esta a las centrales de riesgos 

como deudor moroso, reporte que para el mes de mayo del 2007 aún no se 

había levantado. 

 

1.5. A principio del año 2008 Bancolombia S.A. empieza una presión de hecho 

contra Produtex S.A., sin que existiera motivo alguno distinto al abuso de su 

posición dominante en la relación comercial, materializándose en la devolución 

de cheques, suspensión de negociación de cheques de otras plazas en canje, 

suspensión de créditos para pago de IVA y retención, suspensión de crédito 

rotativo, además de disminución sustancial del sobregiro aprobado.  

 

1.6. No satisfecho Bancolombia S.A. con su conducta en contra de Produtex 

S.A. y sus accionistas actores en este proceso, el día 3 de diciembre del 2008 

presentó proceso ejecutivo en contra de los aquí demandantes, embargándoles 

el bien de su propiedad, en el que funcionaba la empresa Produtex, además de 

embargarles otros bienes, proceso que se adelantó en el Juzgado Quinto Civil 

del Circuito de Medellín. 

 

1.7. Al indagarse en el juzgado sobre la razón del proceso, los demandantes se 

llevaron la sorpresa de que el embargo tenía como fundamento los pagarés 

suscritos por Aerostex S.A. y los que inicialmente habían firmado ellos como 
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avalistas y accionistas de la empresa, desconociendo el banco el documento de 

liberación de aval suscrito el día 15 de diciembre del 2006. 

 

1.8. Una vez más el banco abusó de su situación y posición dominante 

exigiendo, para solicitar el desembargo del inmueble en el Juzgado Quinto Civil 

del Circuito, que se suscribiera un contrato de transacción por parte de los 

demandantes, en el que renunciaran a la posibilidad de reclamar perjuicios por 

el embargo que habían sufrido sin fundamentación alguna, lo que consiguió a 

la postre Bancolombia, ante la angustia que estaban experimentando los 

esposos Calle Navarro, quienes presentían la catástrofe económica que se les 

avecinaba, transacción que no tenía asidero jurídico, pues nada adeudaban al 

Banco. 

 

1.9. Como era previsible, tanto productores de Produtex S.A., como entidades 

financieras que tenían relaciones comerciales con dicha sociedad y sus 

accionistas, al enterarse que habían sido embargados por Bancolombia S.A., 

no solo cerraron sus créditos y despachos de mercancías, sino que también 

ejecutaron por sus acreencias a la sociedad y a sus accionistas, quienes dada 

la asfixia financiera a la que los llevó Bancolombia S.A., con su conducta hostil, 

empezaron a incumplir obligaciones que fueron ejecutadas en varios procesos. 

 

1.10. Los accionistas Jorge Hernán Calle y Liliana Navarro, propietarios del 

inmueble en que funcionaba la empresa Produtex S.A., transfirieron el dominio 

de dicho inmueble a la sociedad con la finalidad de fortalecer el patrimonio, lo 

anterior, teniendo en cuenta que el valor comercial del inmueble ascendía a 

$4.100.000.000. 

 

1.11. En el mes de febrero del 2009 Produtex S.A. se disponía hacer la solicitud 

al trámite concursal regulado por la ley 1116 del 2006, en donde Bancolombia 

S.A. solicitó recibir en dación en pago el inmueble donde funcionaba la empresa, 

toda vez que el precio de éste superaba las obligaciones adquiridas, sin 

embargo, la demandada dilató la decisión e hizo que la sociedad Produtex S.A., 

perdiera la posibilidad de acogerse a la ley 1116 del 2006, hecho que provocó 

la liquidación de la sociedad y a la postre generó que se adjudicaran sus bienes 

por un menor valor a su avalúo. 
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2. Actuación procesal. El Juzgado Primero Civil del Circuito de Medellín 

admitió la demanda por auto del día 7 de septiembre del 2016, misma que fue 

contestada por la demandada quien aceptó unos hechos, negó otros y dijo que 

algunos de los hechos requerían de prueba que los demostrara. 

 

Frente a las pretensiones de la demanda propuso la excepción de mérito que 

denominó Transacción y cosa juzgada, fundada en que la responsabilidad civil 

por el inicio del proceso ejecutivo ante el Juzgado Quinto Civil del Circuito, fue 

objeto de un contrato de transacción celebrado entre las partes, razón por la 

cual solicitó que se dictara SENTENCIA ANTICIPADA que pusiera fin al litigio. 

 

Así mismo, propuso las excepciones de mérito que denominó “ejercicio legal de 

un derecho; falta de relación de causalidad o de nexo causal; enriquecimiento 

sin causa; y, falta de legitimación en la causa por activa”. 

 

3. El Juzgado Primero Civil del Circuito de Medellín profirió sentencia anticipada 

el pasado 26 de septiembre del 2017, en la que declaró probada la excepción 

de transacción con efectos de cosa juzgada y declaró terminado el proceso. 

Esta Corporación, mediante sentencia del 02 de agosto de 2018, confirmó 

parcialmente esa determinación y ordenó continuar con el trámite del proceso 

en torno a las pretensiones incoadas en calidad de socios de la sociedad 

Produtex S.A., excluyendo entonces del objeto de la transacción a los hechos 

que involucraban los perjuicios generados a los demandantes en calidad de 

personas naturales, con ocasión del proceso ejecutivo y las medidas cautelares 

decretadas en el proceso conocido bajo el radicado 05001 31 03 005 2008 

00302, dentro del cual las partes, en calidad de personas naturales, transaron 

esa litis. 

 

3.1. La sentencia apelada. Fenecido el trámite del proceso previsto en el C. de 

G. del P., el Juzgado Décimo Primero Civil del Circuito Medellín profirió 

sentencia el pasado 06 de agosto de 2021, en donde declaró probada la 

excepción de “ejercicio legal de un derecho y falta de relación de causalidad o nexo 

de causalidad o de nexo causal” formulada por la sociedad demandada. 

 

Luego de una semblanza de los hechos y pretensiones de la demanda, indicó 

que, acorde a lo decidido por esta Corporación, el litigio se cernía sobre los 

posible perjuicios patrimoniales y extrapatrimoniales que hubieren sufrido los 
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demandantes en calidad de socios de la extinta sociedad Productos Textiles 

Limitada –Produtex S.A.-, acorde a lo anterior, pasó el funcionario a estudiar los 

presupuestos necesarios para que se configure la responsabilidad civil 

extracontractual originada en el abuso de la posición dominante por parte de la 

entidad financiera demandante. 

 

Al pasar al estudio de los medios de convicción de que disponía el expediente, 

entre ellos el interrogatorio de parte rendido por el demandante y el demandado, 

estimó el funcionario que debía preguntarse si Bancolombia S.A. estaba 

obligada a recibir como dación en pago, la bodega que tenía hipotecada a favor 

de aquella, de igual forma, se preguntó si la entidad financiera era libre o no de 

recortar cupos a sus clientes, según criterios económicos y de conveniencia 

para sus intereses bancarios o, si se podía hablar de derechos adquiridos solo 

por tener muchos años de relaciones comerciales o bancarias; por consiguiente, 

a partir de allí, indicó que lo que se evidenció fue una multiplicidad de causas 

causantes de que la empresa Produtex S.A. terminara en liquidación, pues 

desde la falta de capital de trabajo hay factores que coadyuvaron como la 

decisión empresarial de no seguir vendiendo a almacenes de cadena –lo que le 

representaba un alto porcentaje de ventas-, la decisión unilateral de esperar una 

respuesta del banco, el no acogerse de manera temprana a la Ley de 

insolvencia, como lo explicaron los expertos, de modo que, no se estableció con 

certeza que el haberle reducido el cupo del sobregiro, situación única verificable 

en este caso por parte de Bancolombia S.A., llevara inevitablemente a la 

liquidación de la empresa Produtex S.A. 

 

Sobre el reporte a Datacrédito, señaló que este se hizo en 2007 y, por ende, no 

tenían incidencia en los hechos que relata la empresa ocurridos para el segundo 

semestre del año 2008, pero era libre de no hacerlo dentro de su autonomía 

privada financiera, no obstante, de haberlo hecho, tampoco existía prueba de 

que no hubiera llegado al estado de liquidación, amén que esta se produjo a 

partir de decisiones unilaterales, como decidir esperar a que Bancolombia S.A. 

aprobara o no un sobregiro, siendo que tempranamente pudo someterse a ley 

de insolvencia, como remedio a la situación financiera de la empresa. 

 

Seguidamente, el funcionario indicó razones de parcialidad para desestimar el 

peritazgo arrimado por la parte demandante, destacando, además, que no tuvo 

en cuenta en su valoración las ventas netas que proyectaba iban estar positivas 
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siempre, sin tener en cuenta la volatilidad del sector textil, por lo que concluyó 

entonces el juez que el solo hecho de que la entidad financiera ejerciera la 

posición dominante, eso per se no implicaba que abusara de ella, a lo que sumó 

que no se establecieron en el debate probatorio hechos como ciertos ante una 

eventual falta de contestación de la demanda, tema que solo vino a debatirse 

en los alegatos de conclusión, es decir, por fuera de las oportunidades 

probatorias, lo que calificó como una deslealtad procesal probatoria, la que 

también encontró en la declaración de la parte demandante, al tratar de 

confundir al Despacho con la calidad en que intervino en el proceso ejecutivo, 

conforme a lo anterior y ante la carencia de pruebas de un abuso de la posición 

dominante, vino a concluir que debía prosperar la anotada excepción blandida 

por la entidad financiera. 

 

4. El recurso de apelación. La sentencia fue apelada en término por el 

apoderado de la parte demandante. Concedido el recurso de apelación en 

primera instancia, el mismo fue admitido por este Tribunal, seguidamente, de 

conformidad con el artículo 14 del decreto 806 de 2020 se otorgó el término de 

rigor para la sustentación, el cual descorrió la parte recurrente de la manera 

como pasa a compendiarse: 

 

El recurso lo desplegó desde diversas aristas o cargos como son: a) la falta de 

aplicación de la consecuencia jurídica consagrada en 96 del C. G. del P. de 

presumir ciertos por lo menos 14 hechos a los que la demanda se refirió, cuya 

réplica no constituye una contestación como lo exige la norma en cita, 

imponiendo una carga más gravosa a la parte demandante de la que debía 

asumir. 

 

b) Frente a la valoración de la prueba testimonial, se queja de que el juez sacó 

conclusiones de su dicho, las cuales no se corresponden con la realidad de los 

acontecimientos, por lo menos en la época de las vicisitudes que vivió Produtex 

S.A., a consecuencia del abuso de la posición dominante y del derecho en que 

incurrió Bancolombia y, frente al representante legal de la entidad demandada, 

omitió valorar la confesión respecto del cambio abrupto y no informado de las 

condiciones crediticias con que gozaba Produtex S.A. desde hacía más de 20 

años, incurriendo en devoluciones de cheques entregados por esta a sus 

proveedores, a consecuencia del cambio por parte de Bancolombia de políticas 

crediticias que afectaban las relaciones con Produtex S.A., sin que dicha 
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modificación le hubiera sido informada previamente, como una mínima conducta 

de buena fe. 

 

c) No dedujo las consecuencias negativas que tuvieron sobre los accionistas los 

múltiples e injustificados reportes negativos en Data-crédito, los cuales daban 

cuenta de que aquella había sido no solo reportada negativamente durante los 

años 2006 y 2007, sino que le había bajado su calificación crediticia.  

 

Que el dictamen allegado por la entidad financiera demandante igualmente 

había valorado la empresa liquidada, con corte al 31 de diciembre de 2008, en 

cuya apreciación la misma tenía un valor millonario que daba igualmente cuenta 

de la ocurrencia del perjuicio. 

 

Se duele así mismo del desconocimiento de las condiciones de una empresa 

exitosa, cumplidora de sus obligaciones, con buenas relaciones comerciales, 

hasta que de manera abrupta y sin previo aviso, optó la entidad bancaria 

Bancolombia, por cambiar las políticas crediticias y comerciales, cerrando sus 

fuentes de financiación, con devolución de cheques y reportes a centrales de 

riesgo que minaron su credibilidad en el mercado y llevándola al incumplimiento 

de obligaciones y posterior liquidación por la Supersociedades, de ahí que 

estime probado los perjuicios y la relación de causalidad, propia del tipo de 

acción ejercida. 

 

Que el juez desconoce la calidad de las partes y que se trata de la entidad 

financiera más grande de Colombia compartiendo doctrina y jurisprudencia 

respecto del abuso de la posición dominante de las entidades financieras frente 

a los consumidores. 

 

Esbozados de esta manera los antecedentes que dieron lugar a la decisión 

recurrida y las razones de disenso que sustentan la alzada, procede la Sala a 

desatar el recurso con fundamento en las siguientes,  

 

              I. CONSIDERACIONES 

 

1. Presupuestos procesales. Del examen preliminar realizado al proceso, se 

establece que los diversos presupuestos procesales concurren a cabalidad para 

dictar el fallo de mérito que desate la impugnación vertical, de igual manera, no 
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se observa alguna irregularidad que afecte la validez de la actuación 

desarrollada. 

 

2. Precisión preliminar sobre la contestación de la demanda.  

Encontrándonos en este punto, es preciso que, al pasar, hagamos una precisión 

preliminar sobre la inconformidad que presenta el recurrente al estimar que no 

se allegó una contestación a la demanda que cumpliera con los estándares 

procesales para controvertir las pretensiones incoadas, debido a que carecían 

de argumentos que hicieran mella a los hechos narrados por el demandante, 

situación frente a la cual el recurrente se duele de no habérsele dado el efecto 

necesario al escueto escrito de contestación. 

 

Bien, según los artículos 96 y 97 del Código General del Proceso, el 

demandado, para contestar la demanda, debe cumplir con las exigencias allí 

enlistadas, pues su omisión conlleva a una contestación deficiente, que tiene 

como consecuencia la presunción de certeza de los hechos susceptibles de 

confesión que estén contenidos en la demanda, "…salvo que la ley le atribuya 

otro efecto…". El artículo 97 ibídem, muestra que la contestación de la demanda 

debe contener un pronunciamiento expreso sobre los hechos y pretensiones de 

ella o las afirmaciones contrarias a la realidad conlleva la mentada 

consecuencia.  

 

No obstante, el juez no puede caer en formalismos ni rigorismos al momento de 

leer e interpretar cada uno de los escritos que son radicados en los procesos 

judiciales, pues ello implicaría una conculcación de derechos fundamentales, 

como lo sería el de defensa, debido proceso y acceso a la administración de 

justicia. Tampoco se trata de que el Juez haga una especie de listado de 

acápites de los escritos presentados, pues bien puede haber una contestación 

sin denominación de los párrafos, por ejemplo, pero sí es necesario que de su 

contenido surja la oposición y un pronunciamiento frente a los hechos y 

pretensiones. Lo mismo ocurre con las excepciones: no es necesario que 

aquellas estén previamente denominadas, pese a que, según la ley, así debe 

ser, pues si el Juez logra extraer algún medio exceptivo de todo lo escrito en la 

contestación, debe estudiarla y resolver la misma, sin necesidad de exigir que 

el demandado le haya dado un título o nombre a dicha excepción.  
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No obstante, la contestación de la demanda sí debe cumplir ciertos requisitos 

para que sea considerada como tal, que, principalmente, es el 

pronunciamiento frente a los hechos y, sobre todo, la oposición a las 

pretensiones. En este caso, el demandado, ejerció su defensa, oponiéndose a 

cada una de las pretensiones, así mismo, en esencia, reconoció la relación 

comercial que lo unió con el demandante, la que, según indica se fue 

deteriorando ante el incumplimiento de las obligaciones del demandado que, 

pese a ser refinanciadas quedaron igualmente vencidas e incumplidas. Recalca 

la entidad financiera demandada, además, que fue la mala situación económica 

y financiera de la sociedad desde el año 2003 la que generó el giro de cheques 

sin fondos y el incumplimiento en los pagos de las obligaciones, advirtiendo que 

Bancolombia S.A. no realizó actuaciones capaces de provocar la liquidación de 

la sociedad Produtex S.A., promoviendo sendas excepciones de mérito 

desarrolladas argumentativamente. 

 

Considera entonces esta Sala de Tribunal, que las manifestaciones contenidas 

en el memorial de contestación a la demanda, son lo bastante explicativas y 

profundas, para encontrar en ella una postura defensiva suficiente, lo que 

imponía al Juzgador resolver sobre la misma y entender como formuladas las 

excepciones de mérito que en términos específicos constituyen una oposición 

a los pedimentos y a los hechos. Lo cierto es que al final, el discernimiento 

del señor juez desató la situación fáctica expuesta por la parte demandada como 

oposición, cuyos fundamentos perseveran en esta instancia -al descorrer el 

traslado- y, por ende, al desatar de mérito el recurso, necesariamente se volverá 

sobre el asunto que compone la defensa propuesta por la parte demandada. 

 

3. Con tal epígrafe, pasa la Sala a definir la instancia, para lo cual previamente 

hace las siguientes precisiones sobre la red teórica, normativa y jurisprudencial 

que se presenta en este caso:  

 

La responsabilidad civil supone la relación de al menos dos sujetos, uno de los 

cuales ha sufrido el daño y el otro que lo ha causado, significando con ello, que 

la consecuencia jurídica de esa relación de hecho es la responsabilidad civil, 

que se traduce en la obligación del autor del daño de reparar el perjuicio que ha 

ocasionado, derivado de determinado hecho o conducta suya, por lo tanto, esta 

responsabilidad se resuelve en una obligación de reparación. 
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Atendiendo las anteriores precisiones, el derecho positivo recogió esos 

fundamentos y clasificó la responsabilidad desde diversos ángulos, siendo 

trascedente para el caso bajo cuerda o estudio la siguiente: i) si las partes no 

están ligadas por contrato alguno, pero por distintas causas o razones es 

llamada por la Ley a reparar los daños sufridos por la otra, la obligación civil de 

reparar es extracontractual (arts. 2341 a 2358 del C.C) y, ii) si las partes están 

vinculadas por el lazo de un contrato y en virtud del incumplimiento de las 

prestaciones derivadas del mismo se causan daños, la obligación civil de 

reparar es la contractual (arts. 1602 a 1617 del C.C.). 

 

3.1. La responsabilidad por abuso del derecho. En torno a los diferentes 

aspectos que pueden generar este tipo de responsabilidad, tiene dicho la Corte 

de vieja data: “…Las cuatro modalidades de que es susceptible el ejercicio de un 

derecho, a saber: a) el disfrute de hecho de su contenido; b) el hacerlo valer frente a 

los demás ;c) el de disponer de él; y d) el de hacerlo efectivo por medio de la acción 

procesal, pueden ocasionar el abuso, en cuyo caso y en principio ese ejercicio, que no 

tiene por fin estricto el adecuado para que fue creado el respectivo derecho, constituye 

un acto jurídico que obliga a indemnización”1 

 

Sin ninguna duda, el principio del abuso del derecho se ha ido construyendo 

sobre dos pilares fundamentales, a saber: i) el principio de la buena fe y ii) el 

de las buenas costumbres, teoría de construcción eminentemente 

jurisprudencial y doctrinal, dentro de la cual se han desarrollado modalidades 

como: el abuso de la posición dominante en el mercado, cláusulas abusivas 

o leoninas, abuso de la posición superior en el contrato, etcétera, todas, en 

función de la tesis de que el derecho no puede ser usado de cualquier modo, lo 

que conlleva a que cuando alguien haga mal uso del mismo, ya sea por mala fe 

o mera negligencia, y con ello genere un perjuicio, siempre se estará obligado 

a indemnizar a la víctima de dichas conductas que causen un daño antijurídico. 

 

La doctrina que estudia el tema señala que: “…el abuso del derecho se ocasiona 

cuando se afecta a un interés no reconocido en una norma jurídica, porque si se afecta 

un interés reconocido en una norma, se estaría frente a un conflicto de derechos; sin 

embargo, si bien el abuso del derecho no afecta un interés específico otorgado por una 

particular norma jurídica, sí representa, en palabras de FERNÁNDEZ SESSAREGO, 

una violación o una transgresión a lo que él llama un deber jurídico de carácter 

                                                           
1 C.S.J., sen. 5 octubre1939. G.J., t. XLVIII, pág. 722. Citada en el C.C. Edición especial del centenario, a propósito 

del Art. 8º de la ley 153 de 1887 
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genérico, es decir, a una prohibición que forma parte de un principio general del 

derecho. En resumen, en el abuso del derecho hay un conflicto entre una conducta y 

un principio general del derecho. “Se trataría así del incumplimiento de un genérico 

deber impuesto por el ordenamiento positivo al titular del derecho, dentro de una 

situación jurídica subjetiva específica”. Y si no hay norma expresa que consagre la 

prohibición del abuso, estaríase ante un acto que es contrario a los principios generales 

del derecho, “como aquel de la buena fe y de las buenas costumbres, principios que 

se inspiran preponderantemente en el valor de la solidaridad”. 2 

 

3.2. Por su parte, la H. Corte Suprema de Justicia, en su sala de casación civil, se 

expresó así frente al figura del abuso del derecho: 

 

“2.1. Al disponer el artículo 830 del Código de Comercio que "El que abuse de 
sus derechos estará obligado a indemnizar los perjuicios que cause", acogió 
el ordenamiento legal colombiano, sin ambages, la regla denominada del 
"abuso del derecho" que de manera genérica señala que los derechos deben 
ejercerse en consonancia con los fines que les son propios, fines que están 
determinados por la función específica que cumplen en la convivencia 
humana, y en virtud de los cuales el derecho objetivo los regula y tutela. Mas, 
en cuanto postulado esencial del derecho, carácter que muy pocos se atreven 
a disputarle, trasciende del ámbito meramente extracontractual al cual se 
quiso restringir, para orientar, por el contrario, toda actividad humana 
amparada por el ordenamiento jurídico, de modo que, inclusive, el artículo 95 
de la Constitución Política Colombiana lo considera uno de los deberes “de la 
persona y del ciudadano”, amén que manifestaciones del mismo pueden 
percibirse en el derecho público en la medida en que éste reprime el ejercicio 
arbitrario del poder o su desviación. 

 
Así, pues, es preciso destacar que aquellas actividades protegidas por el 
derecho que se ejecuten anómala o disfuncionalmente, motivadas por 
intereses inconfesables, ilegítimos o injustos que se aparten de los fines 
económicos-sociales que les son propios, deben considerarse como abusivas 
y, subsecuentemente, generadoras de la obligación indemnizatoria, como 
igualmente lo son aquellas que comportan el ejercicio malintencionado e inútil 
del derecho subjetivo. 

 
"Y un ejemplo sin duda persuasivo de esa clase de comportamientos 
irregulares, ha dicho la Corte, lo suministra el ejercicio del llamado `poder de 
negociación' por parte de quien, encontrándose de hecho o por derecho en 
una posición dominante en el tráfico de capitales, bienes y servicios, no 
solamente ha señalado desde un principio las condiciones en que se celebra 
determinado contrato, sino que en la fase de ejecución o cumplimiento de este 
último le compete el control de dichas condiciones, configurándose en este 
ámbito un supuesto claro de abuso cuando, atendidas las circunstancias 
particulares que rodean el caso, una posición de dominio de tal naturaleza 
resulta siendo aprovechada, por acción o por omisión, con detrimento del 
equilibrio económico de la contratación..." (Casación del 19 de Octubre de 
1994).3 

                                                           
2 “Del Abuso Del Derecho Al Abuso De La Posición Dominante” Ernesto Rengifo García, U. Externado de Colombia, 
2ª edic. 
3 en sentencia del 9 agosto 2.000, exp. 5372. 
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3.3. De otro lado, la Corte Constitucional en sentencia C-1041 de 2007, 

Magistrado Ponente Dr. Humberto Antonio Sierra Porto, define la posición 

dominante de la siguiente manera:  

 
“La posición dominante, consiste en una sustracción de la competencia 
efectiva, en una situación de fortaleza en la cual se encuentra una 
determinada empresa, la cual le permite evitar que en un mercado 
determinado se mantenga una competencia real por conferirle el poder de 
conducirse en buena medida con independencia de sus competidores, 
clientes y, en últimas, de los consumidores. La existencia de una posición 
dominante se determina con ayuda de indicadores económicos, de los 
cuales el principal es estar en posesión de una gran cuota de mercado. 
También es necesario tomar en consideración la debilidad económica de 
los competidores, la ausencia de competencia latente o el dominio del 
acceso al recurso o a la tecnología. El Estado, en virtud del artículo 333 
Superior “por mandato de la ley, impedirá que se obstruya o se 
restrinja la libertad económica y evitará o controlará cualquier abuso 
que personas o empresas hagan de su posición dominante en el 
mercado nacional…” 

 

3.4. Ya tratándose de las entidades financieras sostuvo el Alto Corporado 

Constitucional4: “Para la Corte es claro que las entidades bancarias tienen una 

posición dominante frente a los usuarios del sistema financiero. En efecto, son ellas 

quienes fijan los requisitos y condiciones de los créditos, tasas de interés, sistemas de 

amortización etc. Son ellas las depositarias de la confianza pública por el servicio que 

prestan, y sus actos gozan de la presunción de veracidad por parte de los clientes.” 

 

4. Caso concreto. Bien, en la labor de imputar responsabilidad, no existe la 

menor duda que los actores pretenden deducirla con fundamento en que el 

establecimiento financiero demandado emprendió en contra de la sociedad 

Produtex S.A. de la cual eran socios fundadores, una serie de conductas que 

asfixiaron su actividad mercantil, al punto de conducirla a su liquidación, tales 

conductas consistieron en la devolución de cheques, suspensión créditos 

rotativos, reportes injustificados a centrales de riesgo y, el haber frustrado el 

trámite de la ley 1116 mediante la creación de una expectativa de recibir en 

dación en pago el inmueble identificado con matrícula inmobiliaria 001-776627 

de la Oficina de Registro de Instrumentos de Medellín - Zona Sur, sobre el cual 

la entidad financiera era acreedora hipotecaria, todo lo cual se hizo de forma 

inconsulta. 

 

Recordemos que el juez del caso concluyó que el establecimiento financiero no 

estaba obligado a recibir en dación en pago la bodega que tenía hipotecada, 

                                                           
4 C. C. T- 534 de 2013 
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inmueble donde funcionaba la empresa de la sociedad Produtex S.A., a lo que 

agregó el funcionario que la entidad financiera era libre de recortar cupos a sus 

clientes por criterios económicos, sin que hubiera prueba que por esa conducta 

aquella empresa hubiera llegado al estado de liquidación, amén que esta se 

produjo a partir de decisiones unilaterales, como decidir esperar a que 

Bancolombia S.A. aprobara o no un sobregiro, siendo que tempranamente pudo 

someterse a ley de insolvencia como remedio a la grave situación financiera por 

la que atravesaba la empresa. 

 

4.1. Ahora, en sentir de este Tribunal y para infortunio del recurrente, la razón 

está del lado de la entidad financiera demandada, pues, en verdad, el hecho de 

sostener relaciones comerciales durante un tiempo prolongado en un servicio 

financiero recíproco, incluso, por más amigo que fuera el aquí demandante del 

señor Juan Carlos Salazar gerente regional de Bancolombia S.A. para el año 

2008, ello no traduce que contractualmente la entidad financiera estuviera 

compelida a informar sobre sobre el cambio de gerente regional en el año 2008 

o a desembolsar créditos rotativos sin analizar las circunstancias que a su juicio, 

como experta en el tema, pusieran en riesgo o, aumentara, la recuperación del 

dinero prestado en ejercicio de la actividad bancaria, que incluye dinero propio 

y captado de los clientes, según lo previsto en el Decreto Ley 663 DE 1993, 

Estatuto Orgánico del Sistema Financiero. 

 

4.2. Por supuesto que los Bancos y Empresas Financieras gozan de una 

posición dominante frente a los usuarios y consumidores y los diversos criterios 

en torno al punto, incluyendo el legal (ley 1480 de 2011), siempre se han 

inspirado en su prístino derrotero de guardar el equilibrio contractual con 

sujeción a claros parámetros normativos de justicia, simetría, y equidad. Medida 

tuitiva que no es de poca monta y se enmarca dentro de la orientación propia 

del derecho de comienzos de siglo XXI que tiende a dar garantías a la parte 

débil en el contrato, así como a proteger al consumidor, es decir, a quien, por 

las necesidades propias del mundo moderno, se ve compelido a celebrar 

contratos que han sido diseñados para la captación masiva de dinero y de 

clientes,  no obstante, en este caso, no existe prueba de que la entidad bancaria 

se extralimitara en el ejercicio de tal prerrogativa y que incurriera en un abuso 

de la posición preeminente que tenía frente a la sociedad Produtex S.A.  
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A decir del señor Jorge Hernán Calle Trujillo en su interrogatorio, en el año 2008 

fue que comenzaron las conductas hostiles del banco para con la empresa 

Produtex S.A. sociedad esta última que fundó en el año 1983 en compañía de 

su señora esposa aquí co-demandante, empresa que fue siempre exitosa en el 

campo de las telas, no obstante, reconoce que hubo impases económicos sobre 

todo cuando rompieron relaciones con Almacenes ley y el Éxito -de los cuales 

eran proveedores absolutos-, recuperando operatividad en el año 2006, por lo 

que evocó, entonces, que para el año 2000 hubo de darse en garantía el 

inmueble con MI 001-776627, a cambio de las prevendas que el banco le 

ofrecía, como créditos rotativos, sobregiros, pagos de cheques, de donde 

deduce que el banco debió avisarles que le debían dinero, por la razón que eran 

clientes Triple A y tenían una relación financiera y comercial basada en la 

confianza mutua que perduró por más de una veintena de años. 

 

4.3. Se esmera el señor Calle Trujillo en indicar que ninguna deuda tenían con 

la entidad financiera, que siempre estuvieron al día en su pagos, que su 

empresa siempre fue exitosa, por lo menos, hasta diciembre del año 2008, 

cuando empezó a incumplir con los pagos, pero, agrega, que ello obedeció a 

que ya habían comenzado las conductas de abuso del poder de negociación 

por parte de la entidad financiera, a las que se suman la petición y decreto de 

un embargo sin fundamento alguno dentro de un proceso ejecutivo, mismo que 

se generó por la demora de Bancolombia S.A. para decidir si tomaba el 

inmueble hipotecado en dación en pago. 

 

Sobre el embargo y los posibles perjuicios que le causaron en calidad de 

personas naturales, ha de aclararse que el asunto fue desatado por esta 

Corporación al resolver el recurso interpuesto contra la sentencia anticipada 

proferida por el juez a quo, donde se discutió ampliamente por qué el asunto 

quedó cobijado por la cosa juzgada, luego, ningún pronunciamiento adicional se 

hará al respecto. 

 

4.4. Ahora bien, respecto del abuso de posición dominante que la parte 

demandante endilga a Bancolombia S.A. por la presunta demora para decidir si 

aceptaba el inmueble en dación en pago, en cuya espera se evaporaron las 

bondades de acogerse a la ley 1116 de 2006, para salvar la empresa a través 

de esa figura de recuperación y conservación de la unidad económica, lo que 

observa el Tribunal es que –contrario a lo que alega la parte apelante-, ya desde 
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el año 2006 la sociedad Produtex S.A. venía con problemas financieros, siendo 

el mismo apoderado de la demandante quien señala que Bancolombia S.A. 

ayudó a solventar la empresa con créditos, sobregiros, negociación de remesas, 

al punto que, según lo narrado, se recuperó la normalidad, (cfr. 5 archivo 7 exp. 

digital), no obstante, queda en entredicho la normalidad de la que hablan los 

demandantes y de la liquidez empresarial, cuando se compagina con el hecho 

de tener que pagar a los proveedores con sobregiros de la cuenta corriente por 

valor hasta de $120.000.000 como lo señala el representante legal de 

Bancolombia S.A., claramente, en una empresa boyante como pretende hacerla 

ver el demandante, el solo hecho de acudir a sobregiros se toma como un auxilio 

por falta de liquidez financiera autorizado por el establecimiento bancario, tal 

como ocurrió en el año 2006. Según las cuentas del demandante, la empresa 

tenía un capital de 10.000 millones, contra 4.000 millones que adeudaban, pero 

lo extraño es que el revisor fiscal vio la necesidad de ajustar el capital de trabajo 

como materia prima y manufactura por valor de $800 millones de pesos, 

advirtiendo la necesidad de revisar el sistema de costos para obtener valores 

contables y comerciales acordes con la realidad económica de la compañía (cfr. 

fl. 20 cd. 4), por lo que al carecer de todo soporte contable y verosimilitud ese 

valor de activos por $10.000 millones que le otorga a su empresa el demandante 

resulta ser falso. 

 

Lo curioso es que la empresa Produtex S.A., nunca estuvo dispuesta a entrar 

en proceso de reorganización empresarial, según palabras del mismo señor 

Calle Trujillo, porque tenían clientes estables y un producto textil muy bueno, 

además, como se dijo, porque Bancolombia S.A. creó en la empresa la 

expectativa de que recibiría el inmueble del cual era acreedor hipotecario, por 

valor de $4.000 millones de pesos, monto que cubriría la deuda que tenían con 

esta entidad financiera, al tiempo que según él sobrarían otros 2.000 millones 

para capitalizar la empresa, cosa que resulta meramente especulativa y carente 

de prueba.  

 

4.5. Sin embargo, en parte alguna logró demostrarse una oferta de Bancolombia 

S.A. en ese sentido, es cierto que aparece un correo de la presidencia del banco 

manifestando lo siguiente: “…En Bancolombia reconocemos la trayectoria de la empresa 

que usted lidera. De igual manera le reiteramos que uno de nuestros objetivos más importantes 

es generar valor para nuestros clientes, y ser aliados para el crecimiento de estos. Por esta razón 

un equipo de ejecutivos se estará comunicando con usted para ponerle alternativas de largo 

plazo que sean de utilidad para su compañía…”; sin embargo, para el Tribunal, de la 
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literalidad de esta misiva no se desprende una oferta de recibir en dación en 

pago un inmueble y, menos, de desembolsar adicionalmente otros 2.000 

millones de pesos para salvaguardar la compañía, como que sólo se ofertó una 

alternativa de refinanciamiento sobre la deuda vigente y que fuera de utilidad 

para la compañía. 

 

Y en efecto eso fue lo que ocurrió, puesto que en el expediente obran los 

pagarés número 50081713 por valor de $950.000.000 suscrito el 14 de octubre 

de 2008; el número 50081772 por valor de $322.856.857 suscrito en noviembre 

de 2008, por medio de los cuales se refinanció la suma de $1.272.856.857, 

como lo acepta el señor Trujillo Calle. Además, obran los pagarés números 

50081819 por valor de $125.000.000 de noviembre de 2008 y el número 

50081866 por valor de 80.000.000 suscrito en diciembre de 2008, que fueron 

desembolsados en la cuenta de la empresa Produtex S.A., estas sumas, dice el 

actor, no fueron de mayor ayuda porque “estábamos solicitando capital fresco, 

no refinanciación”, ya que, según el demandante, para ese momento esperaban 

un apoyo económico de 400 a 500 millones de pesos que nunca llegaron, no 

obstante, no observa la sala cómo esa conducta del banco se pueda tornar en 

una presión a la actividad de la empresa o que haya traspasado los límites de 

sus funciones en abuso de su posición dominante, pues, contrariamente, lo que 

se observa son exigencias por parte del comerciante de desembolsar fuertes 

sumas de dinero, sugiriendo que el establecimiento bancario debió hacer a un 

lado el estudio de riesgos frente a su cliente, lo que no era necesario dada la 

larga trayectoria comercial, hipótesis que no es de recibo, porque hasta la 

superintendencia financiera exige a los bancos prácticas seguras como esas. 

 

4.6. Las reflexiones teóricas que en este punto hizo el funcionario a quo no 

merecen ningún reproche, pues, unilateralmente, los socios y propietarios de la 

sociedad Produtex S.A., creyeron tener derechos adquiridos de sobregiros, 

remesas, créditos rotativos ilimitados y que el banco estaba a su servicio para 

cubrir las vicisitudes económicas de la empresa, pero no se puede soslayar que 

la naturaleza de un banco comercial es ser un establecimiento de crédito “…cuya 

función principal es la captación de recursos en cuenta corriente bancaria, así como 

también la captación de otros depósitos a la vista o a término (…) Artículo 6. 

Definiciones. 1. Banco comercial. Las palabras banco comercial significan un 

establecimiento que hace el negocio de recibir fondos de otros en depósito general y 

de usar éstos, junto con su propio capital, para prestarlo y comprar o descontar 
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pagarés, giros o letras de cambio. (estatuto orgánico del sistema financiero decreto 

ley 663 de 1993). 

 

Quien más, sino el establecimiento bancario quien cuenta con personal 

capacitado para analizar al detalle y perfilar los eventuales riesgos que se 

ciernen sobre la sumas desembolsadas, por lo que se explica que para este 

caso haya evocado el representante legal de la demandada que en la junta de 

riesgos celebrada a comienzos del año 2008, se ordenó cambiar la 

administración de los riesgos debido a aspectos como la desaceleración de la 

economía, toda vez que en marzo de esa anualidad, hubo situaciones políticas 

entre Colombia Venezuela y Ecuador que impactaron directamente en el sector 

textil, lo que generó que se redefiniera la administración de riesgo a nivel 

Nacional, en el caso de Produtex S.A., se restringieron los sobregiros de la 

cuenta corriente y de ello se le informó al cliente y a cada proveedor.  

 

Cae a descrédito entonces lo alegado a priori por el recurrente en cuanto que 

los cambios de política del banco fueron abruptos, siendo que la carta que el 

señor Trujillo Calle dirigió al presidente de Bancolombia Jorge Londoño, le puso 

de presente el inconformismo que frente cambio de administración de riesgos le 

habían expuesto los funcionarios del banco, de modo que no le era desconocido 

los inminentes cambios de política que se cernían en la entidad financiera, 

movido por factores externos al banco y por eso se lee en la misiva:  
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4.7. Como viene de verse, de dicha prueba documental y testimonial, ni por 

asomo podría pensarse que la implementación de estos criterios 

macroeconómicos a partir de los cuales se dio un viraje en las políticas de 

administración de riesgos en las relaciones contractuales se torne en una 

conducta abusiva o asfixiante del banco para con la empresa, pues, tan cierto 

fue el impacto que tuvo en la economía textil los problemas con Venezuela, que 

en la asamblea de accionistas de Produtex S.A. acta #10, se dejó consignado: 

“…adicionalmente se informa que debido al problema político entre Colombia 

y Venezuela hay más de 500 millones de pesos en dudoso recaudo con los 

clientes que tenían negocios en Venezuela…” (cfr. fl. 5 cd. 4), luego, mal se 

haría en reprochar al banco el estudio de amenazas y probables eventos no 

deseados, máxime cuando no era un secreto las dificultades económicas por 

las que atravesaba la empresa, lo cual se deduce fácilmente del alto nivel de 

endeudamiento y refinanciaciones de créditos que no fueron desconocidas por 

los demandantes. 

 

4.8. A lo anterior hay que sumar, que el mismo señor Trujillo Calle relató que 

fue él quien decidió esperar a Bancolombia S.A., pese a que tenía ofertas de 

otros bancos, con los cuales rechazó todo tipo de relación comercial por esperar 

la aceptación de dación en pago del inmueble hipotecado ofrecido por 

Bancolombia S.A., pero como se dijo, en parte alguna se demostró una promesa 

de aceptación de esta entidad en tal sentido y, menos, con un préstamo 

adicional de 2.000 en los términos que lo narra el accionante. 

 

Además, es un contrasentido que el accionante dirija todos sus esfuerzos 

probatorios a resaltar las bondades de la reorganización empresarial que, según 

él, se vio frustrada por la conducta de Bancolombia S.A., siendo que a renglón 

seguido confiesa que esa no fue la razón por la que dejó de acogerse a la ley 

1116 de 2006, ya que la espera angustiante a la que se vio sometido solo fue 

una agresión más de Bancolombia S.A.  

 

4.9. Como se dijo, los accionantes nunca tuvieron la intención de ingresar su 

empresa a ese proceso reorganizacional, de ahí que se hayan visto 

sorprendidos por las denuncias de sus mismos trabajadores a la 

Supersociedades reclamando una intervención inmediata, incluso, acusándolos 

que iban a montar otra empresa llamada Sarax S.A., deducción que hicieron 

toda vez que los demandantes estaban sacando máquinas de la empresa y 
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porque algunos directivos prepararon viaje fuera del país, siendo esta su queja 

y petición a la Supersociedades: 

 

 

 

5. Ya en cuanto a la alegación de los demandantes frente al reporte a las 

centrales de riesgo, se observa que la entidad Datacrédito informó que Leasing 

Bancolombia S.A., reportó la obligación No. 40593C400000000000 en estado 

de mora con corte a febrero de 2006 hasta el corte de agosto de 2007, pero de 

ahí a predicar la existencia de un daño consistente en llevar la empresa a su 

liquidación a partir de ese reporte, hay un largo trecho que los demandantes no 
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recorrieron probatoriamente. Máxime cuando alegan que para esas calendas -

año 2006- estaban recuperados operativamente y que el abuso comenzó a 

partir del año 2008, como bien lo destacó el funcionario. 

5.1. Como colofón, no se logró comprobar entonces que Bancolombia S.A., 

estuviera actuando de una manera desleal o más aún, que existiera una 

intención oculta de crear expectativas en la sociedad Produtex S.A. sobre una 

dación en pago que solucionara las deudas o que haya retenido dineros 

ilegalmente o anulado negociaciones de forma unilateral que fueran causa o 

cadena de causas (concausas) que la hayan llevado a su fracaso comercial; o, 

dicho de otra manera, en puridad, ninguna de las pruebas que se aportaron 

permiten conectar causalmente el resultado dañino consistente en haber puesto 

a la sociedad Produtex S.A., en una situación de imposibilidad de pago, no solo 

con el banco demandado, sino con otros acreedores, al punto de ocasionar su 

liquidación.  

 

Tampoco se observan actuaciones engañosas o disuasivas propias de un 

abuso de la posición dominante en la relación negocial sostenida, siendo esa la 

razón por la cual las pretensiones no son viables, por lo que resulta necesario 

concluir que el caso controvertido adolece del elemento fundamental de la 

responsabilidad denominado nexo causal, situación ésta que rompe 

necesariamente la estructura de la responsabilidad civil extracontractual 

demandada y, en consecuencia, se margina toda pretensión tendiente a que el 

demandado sea declarado civilmente responsable, como quiera que no se dan 

los presupuestos axiológicos de la pretensión y en ese punto se corregirá el 

numeral primero de la sentencia para simplemente negar las pretensiones de la 

demanda, ya que no había lugar a declarar probada ninguna excepción, pues   

a tono con las enseñanzas de la Corte: «El rigor que exige la tarea decisoria requiere 

abordar inauguralmente el reclamo del demandante para que, definida la vocación de 

prosperidad de la pretensión con fundamento en las pruebas, se continúe con la valoración de 

las excepciones planteadas, de manera que sólo cuando la acción tiene posibilidad de victoria, 

se impone al juez entrar a auscultar los mecanismos aducidos en pro de la defensa del 

demandado a fin de establecer si ellos tiene la virtud de enervarla» (SC, 9 dic. 2011, rad. n.° 1992-

05900-01); razón por la cual –se itera-, que no había lugar a declarar la excepción 

de falta de causa, sino que debía simplemente denegarse las pretensiones de 

la demanda, por lo que se confirmará la sentencia, pero se corregirá el numeral 

primero para declarar la improsperidad de las pretensiones.  
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6. Las costas quedarán a cargo de la parte demandante, tras la resolución 

desfavorable de su recurso. 

 

Sin necesidad de más consideraciones, la SALA CUARTA DE DECISIÓN 

CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,  

 

III. FALLA: 

 

PRIMERO: SE CONFIRMA el fallo proferido por el Juzgado Primero Civil del 

Circuito de Medellín, el día 06 de agosto de 2021, dentro de la presente acción 

de responsabilidad civil por abuso de la posición dominante, de conformidad con 

las consideraciones en que está sustentada la presente providencia, pero se 

modifica el numeral primero para declarar simplemente que se deniegan las 

pretensiones de la demanda. 

 

SEGUNDO.  Se condena en costas de segunda instancia a la parte demandante 

y, en favor de la parte demandada, tras la resolución desfavorable de su recurso. 

para el efecto, en su momento procesal, se fijarán las respectivas agencias en 

derecho por el magistrado sustanciador. 

 

TERCERO: Cumplida la ritualidad secretarial de rigor, devuélvase el expediente 

al Juzgado de origen. 

 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE 

  

 

JULIÁN VALENCIA CASTAÑO 
Magistrado 

 
 
 
 

PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 
Magistrada    

  

             
con aclaración de voto       

JUAN CARLOS SOSA LONDOÑO 
Magistrado 


